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AMPARO EN REVISIÓN 654/2018.

RECURRENTE: INSTITUTO NACIONAL DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES.
PONENTE:

MINISTRO ALBERTO PÉREZ DAYÁN.

SECRETARIO:

HÉCTOR HIDALGO VICTORIA PÉREZ.

Vo. Bo.

Ciudad de México. Acuerdo de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente al veintiuno de noviembre de dos mil dieciocho. 

VISTOS para resolver el amparo en revisión identificado al rubro y; 

RESULTANDO:

PRIMERO. Demanda de amparo. Mediante escrito presentado el diecisiete de julio de dos mil diecisiete en la Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito en Materia de Amparo Civil, Administrativa y de Trabajo y de Juicios Federales en el Estado de Puebla, con residencia en San Andrés Cholula, **********, por su propio derecho, demandó el amparo y protección de la Justicia Federal en contra de las autoridades y por los actos que a continuación se precisan:

I. Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos, Cámaras de Diputados y Senadores, ambas del Congreso de la Unión:

· La aprobación, discusión, expedición y promulgación del Decreto por el que se expidió la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, en específico la fracción II del artículo 160 que se señala como inconstitucional.

II. Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales:

· La resolución de tres de mayo de dos mil diecisiete dictada en el expediente **********.

El promovente invocó como derechos humanos infringidos, los que se consagran en los artículos 1, 6 y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Asimismo, narró los antecedentes del caso y formuló diversos conceptos de violación enderezados a demostrar la inconstitucionalidad de la norma reclamada.

SEGUNDO. Trámite y resolución del juicio de amparo. Mediante proveído de dieciocho de julio de dos mil diecisiete el Secretario encargado del despacho del Juzgado Segundo de Distrito en Materia de Amparo Civil, Administrativa y de Trabajo y de Juicios Federales en el Estado de Puebla, admitió la demanda de amparo, misma que registró con el número de expediente **********. Por oficio ********** remitió el juicio de amparo al Juzgado de Distrito del Centro Auxiliar de la Séptima Región, con residencia en Acapulco, Guerrero, en turno, en cumplimiento al Acuerdo General 54/2008, del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal y en términos del oficio **********, de nueve de octubre de dos mil diecisiete, para que dicho órgano le auxiliara con el dictado de la resolución correspondiente.

En virtud de lo anterior, el diecisiete de noviembre de dos mil diecisiete el Juez Primero de Distrito del Centro Auxiliar de la Séptima Región con residencia en Acapulco, Guerrero, tuvo por recibido el juicio de amparo indicado y lo registró con el cuaderno auxiliar **********, y se declaró incompetente para conocer del asunto por razón de territorio. En consecuencia, determinó remitir el asunto a la Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito en Materia Administrativa de la Ciudad de México, para que emitieran su resolución.

Por acuerdo de cinco de diciembre de dos mil diecisiete, el Juez Séptimo de Distrito en Materia Administrativa en la Ciudad de México, se avocó al conocimiento del presente juicio de amparo y lo registró con el número de expediente **********. Concluidos los trámites de ley, el Juez de Distrito dictó sentencia el veintinueve del mismo mes y año, en la que sobreseyó por unos actos y concedió el amparo por otros, en términos de las consideraciones ahí expuestas. 

TERCERO. Trámite del recurso. En proveído de veinticuatro de enero de dos mil dieciocho, el Presidente del Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito admitió a trámite el recurso de revisión hecho valer por el Director General de Asuntos Jurídicos del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, en contra de la sentencia antes precisada, registrándose con el número de expediente **********. 

En sesión celebrada el seis de julio de dos mil dieciocho, el Tribunal Colegiado dictó resolución que concluyó con los siguientes puntos resolutivos:

"PRIMERO. Queda intocado el sobreseimiento decretado en el considerando cuarto de la sentencia recurrida.

SEGUNDO. En la materia de la revisión, se modifica la sentencia recurrida.

TERCERO. Se ordena remitir a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los autos del toca **********, el juicio de amparo indirecto **********, del índice del Juzgado Séptimo de Distrito en Materia Administrativa en la Ciudad de México, por las razones anotadas en el último considerando de esta resolución”.

En tal virtud, mediante proveído de ocho de agosto de dos mil dieciocho el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, determinó que ésta asume su competencia originaria para conocer del recurso de revisión, registrándose el expediente relativo con el número 654/2018. Asimismo, ordenó se turnara el asunto al señor Ministro Alberto Pérez Dayán y se enviara a esta Segunda Sala a efecto de que su Presidente dictara el auto de radicación respectivo, lo que se realizó el trece de septiembre del año en cita.

CONSIDERANDO:

PRIMERO. Competencia. Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, es competente para conocer del presente recurso de revisión, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 107, fracción VIII, inciso a), de la Constitución General de la República; 81, fracción I, inciso e) de la Ley de Amparo; y, 21, fracción II, inciso a), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación con lo previsto en los puntos Primero, Segundo, fracción III y Tercero del Acuerdo General Plenario 5/2013, del Pleno de este Alto Tribunal, toda vez que se interpone contra la sentencia dictada por un Juez de Distrito en un juicio de amparo, en el que se planteó la inconstitucionalidad de una norma general y se estima innecesaria la intervención del Tribunal Pleno. 

SEGUNDO. Oportunidad y legitimación. Estos aspectos no serán materia de análisis por esta Segunda Sala, toda vez que el Tribunal Colegiado de Circuito que previno en el conocimiento del asunto, determinó que el recurso de revisión se interpuso dentro del plazo legal previsto y por parte legitimada para ello. 
Por lo que toca a la legitimación del recurrente, se advierte que con fundamento en los artículos 16, fracción I, y 32, fracciones I y II, del Estatuto Orgánico del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, el medio de impugnación fue presentado por el Director General de Asuntos Jurídicos del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, en representación de los Comisionados que integran el Pleno de dicho Instituto, mismo que tiene el carácter de autoridad responsable en el presente juicio, por lo que se estima legitimado para hacer valer el recurso de revisión. 
TERCERO. Antecedentes. Los que son necesarios para resolver el tema de constitucionalidad que subsiste en esta instancia, son los siguientes: 

I. El dieciséis de enero de dos mil diecisiete, el quejoso presentó tres solicitudes de acceso a la información ante la Secretaría de Cultura y Turismo del Estado de Puebla,
 mismas que fueron contestadas por la autoridad mediante oficios de veinticuatro de febrero de dos mil diecisiete, en los cuales esencialmente señaló lo siguiente: 

“Derivado de lo establecido en el Decreto Publicado en el Periódico Oficial del Estado de Puebla con fecha veintisiete de enero de dos mil diecisiete, específicamente en su segunda sección, esta Secretaría de Cultura y Turismo del Gobierno del Estado de Puebla se encuentra dentro del proceso de Modificación de sus ordenamientos y disposiciones reglamentarias que norman sus funciones, resaltando que nos encontramos dentro de los noventa días establecidos en dicho decreto para la realización de la entrega recepción de toda la documentación e información física y electrónica que correspondía al Consejo Estatal para la Cultura y las Artes de Puebla; en virtud de lo referido no es posible en estos momentos atender a su solicitud favorablemente hasta en tanto se hayan realizado todas las acciones necesarias para el adecuado actuar de esta dependencia así como se haya realizado el total de la recepción dentro del término establecido en el decreto antes citado.
Con lo anterior, se da por cumplida la obligación de garantizar el acceso a la información pública a las personas que así lo requieran, de conformidad con los artículos en mención (sic)”.
II. El trece de marzo de dos mil diecisiete, el quejoso interpuso recurso de revisión el cual fue radicado con el número de expediente ********** ante el Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y de Protección de Datos Personales del Estado de Puebla, en su carácter de organismo garante de la entidad federativa, quien dictó resolución el veinticuatro de marzo de dos mil diecisiete, en los términos siguientes: 

“De lo anteriormente citado el presente recurso de revisión, se advierte que no existe la negativa del sujeto obligado de proporcionar total o parcialmente la información requerida […]

Por lo que, en el caso que nos ocupa se cumplieron con las garantías que establece el derecho a la información, en virtud de que el sujeto obligado informó que se encontraba en el proceso de modificación a sus ordenamientos y disposiciones legales, dicha información la recibió el solicitante el diez de marzo de dos mil diecisiete, a través de su correo electrónico tal como lo manifestó éste en su recurso de revisión.

[…]

En consecuencia, con lo anteriormente expuesto y al no estar en ninguno de los supuestos señalados en el numeral 170 de la ley de la materia del Estado de Puebla sobre la procedencia del medio de impugnación, en términos del artículo 182 fracción III de la ley de la materia del Estado, ‘Artículo 182. El recurso será desechado por improcedente cuando: …III. No actualice alguno de los supuestos previstos en el artículo 170 de la presente Ley…’; se procede a DESECHAR EL PRESENTE RECURSO DE REVISIÓN (…) por ser notorio e indudable lo improcedente del mismo”.  
III. Inconforme con lo anterior, el solicitante interpuso recurso de inconformidad ante el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, medio de impugnación que fue resuelto el tres de mayo de dos mil diecisiete en el sentido de desecharlo, al considerar que no se confirmó o modificó la clasificación de la información peticionada ni se confirmó la inexistencia o negativa de ésta, razón por la cual, estimó actualizada la causal de improcedencia prevista por el artículo 178, fracción III, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, al no actualizarse ninguno de los supuestos previstos en el artículo 160 del mismo ordenamiento.
  

IV. Contra la determinación anterior, el quejoso promovió el presente juicio de amparo. En sus conceptos de violación señaló que el artículo 160, fracción II, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública soslaya el principio de acceso a la justicia al restringir los supuestos de procedencia del recurso de inconformidad y con ello impedir al solicitante acceder a un recurso efectivo, sencillo y rápido ante un órgano autónomo y especializado al cual exigir la observancia del derecho de acceso a la información, en consecuencia, estima que el Instituto responsable tenía obligación de realizar una interpretación conforme de la norma a la luz del principio de interpretación más favorable.
Por otra parte, estima que la norma impugnada vulnera el derecho de acceso a la información al restringir la posibilidad de recurrir una resolución que impida el acceso a la información pública solicitada contraviniendo con ello el contenido del artículo 6, apartado A, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
V. Al dar contestación a los conceptos de violación antes sintetizados, el Juez de Distrito resolvió conceder el amparo considerando, esencialmente, lo siguiente:

· La responsable erróneamente realizó una interpretación literal del artículo 160 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, a partir de la cual determinó que la responsable únicamente puede admitir aquellos recursos de inconformidad en los que los organismos locales confirmen o modifiquen la clasificación de la información, o bien, confirmen la inexistencia o negativa de la información, pues en ciertos casos, como el que nos ocupa, la resolución entraña en sí una negativa de acceso a la información, aun cuando el sentido de la determinación no sea expresamente alguno de los referidos, apartándose con ello del principio pro homine. 

· Que de autos no se advierte que la autoridad haya entregado a la quejoso la información solicitada ni que el argumento en que sustentó su respuesta se encuentra previsto en la ley general de la materia para limitar el acceso a la información, limitándose a señalar que no se encontraba en posibilidad de atender su solicitud en razón de que se encontraba en un período de entrega recepción de documentos.

· Por ende, concedió el amparo al concluir que la resolución reclamada carece de una debida fundamentación y motivación derivada de una interpretación errónea de la norma combatida. 

· Precisó, que al conceder el amparo para que la responsable deje sin efectos la determinación reclamada (la cual constituye el primer acto de aplicación de la norma impugnada) resulta inviable analizar la constitucionalidad del artículo 160 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, pues ello implicaría desvincular el estudio de la ley de su acto de aplicación. 
VI. Contra la sentencia antes referida la autoridad responsable interpuso recurso de revisión, en el cual sostuvo la constitucionalidad del artículo 160 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, en los términos siguientes: 

· El instituto responsable no interpretó de manera limitativa los supuestos de procedencia del artículo 160 de la citada ley general, ya que de la impugnación hecha valer por el recurrente se advierte que el recurso de inconformidad fue promovido con la intención de objetar el desechamiento del órgano garante estatal, lo cual evidencia que no guarda relación con la confirmación, modificación, clasificación de la información o su inexistencia, razón por la que no se actualiza la procedencia del recurso de inconformidad. 

· Que el desechamiento del recurso no puede interpretarse como una negativa de información o no entrega de la misma, ya que para considerarse de esa manera, era necesario que el órgano colegiado estudiara el tema de fondo y realizara un pronunciamiento en relación con éste. 

· Si bien a través del recurso de inconformidad es posible controvertir la legalidad de las resoluciones del organismo garante de la entidad federativa, el estudio de éste se encuentra supeditado a que resulte procedente dicho medio de impugnación, estimar lo contrario implicaría que el Instituto analice todas las resoluciones de los organismos garantes soslayando las reglas procesales establecidas para ello. 

· El artículo 160 en su párrafo segundo limita la interpretación que debe tener la expresión “negativa de información”, misma que debe ceñirse únicamente a la falta de resolución de los organismos garantes de las entidades federativas dentro del plazo previsto para ello, por lo tanto, es evidente que aquella resolución que determine desechar el recurso de revisión no constituye una negativa de información del órgano garante estatal. 

· Así, resulta evidente que la norma jurídica cuestionada no admite una exégesis diversa pues la intención del legislador fue limitar la actuación de la autoridad correspondiente para conocer de los actos emitidos por los organismos garantes de las entidades federativas a través del recurso de inconformidad.

· Lo anterior no implica pasar por alto la obligación de la autoridad de examinar las normas relativas privilegiando en todo momento la interpretación más favorable para las personas, ya que de acuerdo con los criterios de este Alto Tribunal dicho ejercicio no tendrá cabida cuando la interpretación carezca de sustento jurídico, así como tampoco implica que las cuestiones planteadas por los gobernados deban ser necesariamente resueltas de manera favorable a sus pretensiones.

· Que el recurso de inconformidad permite al Instituto responsable emprender un análisis para establecer si ha habido o no una violación a los derechos humanos de los solicitantes, cuestión por la que debe considerarse como un recurso judicial efectivo sin que resulte impedimento para ello las causas de admisibilidad previstas por la norma, ya que de acuerdo con los criterios de este Máximo Tribunal éstas resultan compatibles con la efectividad de un medio de impugnación.

· En términos del artículo 159 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, las limitaciones para la procedencia del recurso de inconformidad resultan acordes al diseño constitucional, toda vez que los gobernados también cuentan con el derecho subjetivo de promover juicio de amparo en aquellos casos en los que se surtan supuestos diversos a los establecidos para la procedencia del recurso de inconformidad. 

· Resulta incorrecto determinar que el Instituto responsable tiene la obligación de realizar una interpretación amplia del artículo 160 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, pues los procedimientos sustanciados ante éste se rigen únicamente por lo dispuesto en la ley de la materia, por lo que su actuación no puede ir más allá de los supuestos previstos por la misma. En esa medida, la autoridad responsable se encuentra impedida para realizar un control de convencionalidad en los términos señalados por el Juez de Distrito. 
VII. En la resolución de seis de julio de dos mil dieciocho, el Tribunal Colegiado declaró firme el sobreseimiento decretado en relación con el acto reclamado al Presidente de la República. 

Por otro lado, advirtió que el juez incorrectamente analizó en primer lugar la fundamentación y motivación del acto reclamado, estudio a partir del cual concedió el amparo para el efecto de dejar insubsistente la resolución que constituye el acto de aplicación de la norma impugnada.
Así, al dejar de existir el acto de aplicación de la norma, el Juez de Distrito consideró que se actualizaba un impedimento para analizar la expedición de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, específicamente, el artículo 160, fracción II. 

A juicio del Tribunal Colegiado, dicho proceder resulta contrario a la técnica que rige el juicio de amparo indirecto, ya que en esa instancia primeramente debe realizarse el análisis de los planteamientos de inconstitucionalidad de leyes por ser los que pueden reportar un mayor beneficio a la quejosa, así como tampoco es factible desvincular el estudio de la disposición impugnada del que concierne a su acto de aplicación, pues ello es propio del juicio de amparo directo. 

Una vez advertida la señalada incongruencia y con la finalidad de subsanar la omisión del Juez de Distrito, esta Segunda Sala, en ejercicio de su competencia, procederá a dar contestación a los conceptos de violación relativos a la constitucionalidad del artículo 160, fracción II, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública. 

CUARTO. Estudio. De los antecedentes narrados se advierte que la litis planteada en el presente recurso estriba en determinar si el artículo 160, fracción II, y segundo párrafo, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, al establecer los supuestos de procedencia del recurso de inconformidad contra las resoluciones emitidas por los órganos garantes de las entidades federativas, resulta contrario a los derechos humanos al acceso a la tutela jurisdiccional efectiva y acceso a la información.

Dada la estrecha relación de los argumentos planteados por la quejosa, se analizarán conjuntamente los argumentos relativos a la violación del acceso a la tutela jurisdiccional efectiva y de acceso a la información, para lo cual resulta oportuno tener en cuenta el alcance de los derechos humanos en comento y, posteriormente, dilucidar si las normas impugnadas se apegan al parámetro de regularidad constitucional.

1. Principios generales del derecho humano a la tutela jurisdiccional efectiva y acceso a la información. El artículo 17 de la Constitución General de la República establece, en lo que interesa, que "[t]oda persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera pronta, completa e imparcial. Su servicio será gratuito, quedando, en consecuencia, prohibidas las costas judiciales".
El precepto legal constitucional en cita garantiza a favor de los gobernados el acceso efectivo a la justicia, derecho fundamental que consiste en la posibilidad de ser parte dentro de un proceso y a promover la actividad que, una vez cumplidos los respectivos requisitos procesales, permita obtener una decisión en la que se resuelva sobre las pretensiones deducidas, siendo que dicha prerrogativa fundamental puede limitarse con el fin de lograr mecanismos expeditos, eficaces y confiables al que los gobernados acudan para dirimir cualquiera de los conflictos que deriven de las relaciones jurídicas que entablan.
Ilustra lo anterior, la tesis P./J. 113/2001
 que se lee bajo el rubro: "JUSTICIA, ACCESO A LA. LA POTESTAD QUE SE OTORGA AL LEGISLADOR EN EL ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL DE LA REPÚBLICA, PARA FIJAR LOS PLAZOS Y TÉRMINOS CONFORME A LOS CUALES AQUÉLLA SE ADMINISTRARÁ NO ES ILIMITADA, POR LO QUE LOS PRESUPUESTOS O REQUISITOS LEGALES QUE SE ESTABLEZCAN PARA OBTENER ANTE UN TRIBUNAL UNA RESOLUCIÓN SOBRE EL FONDO DE LO PEDIDO DEBEN ENCONTRAR JUSTIFICACIÓN CONSTITUCIONAL".
Asimismo, esta Segunda Sala ha precisado que el referido derecho humano previsto en el artículo 17 de la Constitución Federal, consagra a favor de los gobernados los siguientes principios:

I. De justicia pronta, que se traduce en la obligación de las autoridades encargadas de su impartición de resolver las controversias ante ellas planteadas, dentro de los términos y plazos que para tal efecto establezcan las leyes;

II.  De justicia completa, consistente en que la autoridad que conoce del asunto emita pronunciamiento respecto de todos y cada uno de los aspectos debatidos cuyo estudio sea necesario, y garantice al gobernado la obtención de una resolución en la que, mediante la aplicación de la ley al caso concreto, se resuelva si le asiste o no la razón sobre los derechos que le garanticen la tutela jurisdiccional que ha solicitado;

III.  De justicia imparcial, que significa que el juzgador emita una resolución apegada a derecho, y sin favoritismo respecto de alguna de las partes o arbitrariedad en su sentido;

IV.  De justicia gratuita, que estriba en que los órganos del Estado encargados de su impartición, así como los servidores públicos a quienes se les encomienda dicha función, no cobrarán a las partes en conflicto emolumento alguno por la prestación de ese servicio público. 

En el entendido que, si bien el acceso a la tutela jurisdiccional está encaminada a asegurar que las autoridades encargadas de aplicarla lo hagan de manera pronta, completa, gratuita e imparcial, es claro que las autoridades que se encuentran obligadas a la observancia de la totalidad de los derechos que la integran son todas aquellas que realizan actos materialmente jurisdiccionales, es decir, las que en su ámbito de competencia tienen la atribución necesaria para dirimir un conflicto suscitado entre diversos sujetos de derecho, independientemente de que se trate de órganos judiciales, o bien, sólo materialmente jurisdiccionales.

En suma, conforme a lo establecido en el referido texto constitucional, es dable sostener que el derecho humano de acceso a la tutela jurisdiccional, puede concebirse, en términos generales, como el derecho público subjetivo que toda persona tiene, dentro de los plazos y términos que fijen las leyes, para acceder de manera expedita a tribunales independientes e imparciales, a plantear una pretensión o a defenderse de ella, con el fin de que, a través de un proceso en el que se respeten ciertas formalidades, se decida sobre la pretensión o la defensa y, en su caso, se ejecute esa decisión.

Así, las garantías procesales contenidas en el derecho humano al acceso de la tutela jurisdiccional efectiva, en conjunción con el derecho humano al debido proceso, mandan que "se observen todos los requisitos que sirvan para proteger, asegurar o hacer valer la titularidad o el ejercicio de un derecho, es decir, las condiciones que deben cumplirse para asegurar la adecuada defensa de aquellos cuyos derechos u obligaciones están bajo consideración judicial".
 
Por ello, el referido derecho humano exige que toda persona sujeta a un juicio de cualquier naturaleza ante un órgano del Estado "deberá contar con la garantía de que dicho órgano [...] actúe en los términos del procedimiento legalmente previsto para el conocimiento y la resolución del caso que se le somete".

En esa inteligencia, se desprende que los Estados no deben interponer trabas a las personas que pretendan proteger sus derechos, de ahí que "[c]ualquier norma o medida del orden interno que imponga costos o dificulte cualquier otra manera el acceso a los individuos a los tribunales y, que no esté justificada por las razonables necesidades de la propia administración de justicia”, resultará contrario al derecho de acceso a la justicia.

En efecto, los Estados tienen la obligación general de garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos humanos a toda persona que se encuentre bajo su jurisdicción y, por ende, una de las medidas positivas que los Estados Partes deben suministrar para salvaguardar la obligación de garantía del derecho humano de acceso a la tutela jurisdiccional "es proporcionar recursos judiciales efectivos de acuerdo con las reglas del debido proceso legal, así como procurar el restablecimiento del derecho conculcado, si es posible, y la reparación de los daños producidos".

Cabe mencionar que la obligación del Estado de proporcionar un recurso efectivo no se reduce simplemente a la mera existencia de tribunales o procedimientos formales o aún a la posibilidad de recurrir éstos, sino que "además de la existencia formal de estos recursos, éstos de[ben dar] resultados o respuestas a las violaciones de derechos contemplados ya sea en la Convención, en la Constitución o en las leyes"
 en virtud de que la finalidad del derecho de acceso a la justicia subyace en garantizar "un recurso judicial para que la autoridad competente y capaz de emitir una decisión vinculante determine si ha habido o no una violación a algún derecho que la persona que reclama estima tener y que, en caso de ser encontrada una violación, el recurso sea útil para restituir al interesado en el goce de su derecho y repararlo",
 de tal suerte que la inexistencia de un recurso que cumpla dichas características o "[c]ualquier norma o medida que impida o dificulte hacer uso del recurso de que se trata” constituye una transgresión al derecho humano de acceso a la justicia.

Resulta relevante destacar que en el caso "Cantos vs Argentina", la Corte Interamericana estableció que "el derecho al acceso a la justicia no es absoluto y, consecuentemente, puede estar sujeto a algunas limitaciones discrecionales por parte del Estado", siempre y cuando tales restricciones "guard[en] correspondencia entre el medio empleado y el fin perseguido y, en definitiva, no pueden suponer la negación misma de dicho derecho".

En efecto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha reconocido como perfectamente compatibles con el texto de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, las causas de admisibilidad o limitaciones a los recursos legales, en "el entendido de que la efectividad del recurso intentado se predica cuando han sido cumplidos dichos requisitos de procediblidad o de admisión, el juzgador constitucional evalúa sus méritos y analiza en el fondo la cuestión en cuanto a si le asiste o no la razón".
En suma, el simple establecimiento de requisitos o presupuestos formales necesarios para el estudio de fondo de los planteamientos propuestos en algún medio de defensa, no constituye, en sí mismo, una violación al derecho humano de acceso a la tutela jurisdiccional, pues en todo procedimiento o proceso existente en el orden interno de los Estados deben concurrir amplias garantías judiciales, entre ellas, las formalidades que deben observarse para garantizar el acceso a aquélla, de tal suerte que el derecho de acceso a la tutela jurisdiccional no debe interpretarse, de manera alguna, en que en cualquier caso los órganos y tribunales deban resolver el fondo del asunto que se les plantea, sin que importe verificar los presupuestos formales de admisibilidad y procedencia del recurso intentado.

En esa tesitura, las exigencias de admisibilidad de los recursos jurisdiccionales encuentran pleno sustento constitucional, ya que como se ha expuesto, entre las amplias garantías jurisdiccionales que deben contar los procedimientos o procesos existentes en el Estado mexicano, se encuentran las formalidades que deben observarse para garantizar el acceso a éstos; de lo contrario, se desconocería la forma en que deben proceder los órganos resolutores, además de trastocarse las condiciones procesales de las partes en el procedimiento.

En este sentido, es dable colegir que la existencia de exigencias y requisitos de admisibilidad de los recursos efectivos, tienen sustento en los derechos fundamentales de seguridad jurídica y acceso a la tutela jurisdiccional que se encuentran previstos, a grandes rasgos, en los artículos 14, 16 y 17 de la Constitución Federal.

Finalmente, debe tenerse en cuenta que el derecho de acceso a la justicia exige que los parámetros o elementos que al efecto se establezcan para configurarla, deban plantearse en términos claros, congruentes y accesibles para el gobernado a efecto de que éste tenga la posibilidad real de poder determinar, con una razonable claridad, la forma en que debe proceder con su acción o intervenir en el proceso.

Así, una vez cumplidas estas obligaciones por parte del Estado a efecto de garantizar y tutelar el efectivo ejercicio del derecho de acceso a la justicia, la exigencia para el gobernado de presentar su demanda, recurso o medio de defensa cumpliendo con los requisitos procedimentales, constituye la carga procesal inherente o connatural que debe satisfacer a efecto de poder reclamar la violación a sus derechos en las instancias correspondientes. 

Por otra parte, resulta importante tener en cuenta los alcances del derecho de acceso la información consagrado por el artículo 6, apartado A, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, cuyo texto, en lo que concierne al presente asunto, es del tenor literal siguiente: 

“Artículo 6o.- […]

A. Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, la Federación y las entidades federativas, en el ámbito de sus respectivas competencias, se regirán por los siguientes principios y bases:

I. Toda la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito federal, estatal y municipal, es pública y sólo podrá ser reservada temporalmente por razones de interés público y seguridad nacional, en los términos que fijen las leyes. En la interpretación de este derecho deberá prevalecer el principio de máxima publicidad. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, la ley determinará los supuestos específicos bajo los cuales procederá la declaración de inexistencia de la información.
II. La información que se refiere a la vida privada y los datos personales será protegida en los términos y con las excepciones que fijen las leyes.

III. Toda persona, sin necesidad de acreditar interés alguno o justificar su utilización, tendrá acceso gratuito a la información pública, a sus datos personales o a la rectificación de éstos.

IV. Se establecerán mecanismos de acceso a la información y procedimientos de revisión expeditos que se sustanciarán ante los organismos autónomos especializados e imparciales que establece esta Constitución”.
Al interpretar la precitada disposición constitucional, esta Segunda Sala ha sostenido que la salvaguarda del acceso a la información radica en la posibilidad de que “todas las personas puedan solicitar información al Estado respecto de los archivos, registros, datos y documentos públicos”, para ello es obligación de los órganos estatales “que establezca[n] los medios e instrumentos idóneos a través de los cuales las personas puedan solicitar dicha información”.
 
Asimismo, el propio texto constitucional establece el principio de máxima publicidad como aquél que deberá prevalecer en la interpretación del derecho de acceso a la información. Conforme a dicho principio, el Tribunal Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha determinado que “toda información en posesión de las autoridades es pública, sin importar la fuente o la forma en que se haya obtenido”.
 
En tal virtud, el principio de máxima publicidad al cual se encuentran sujetas todas las autoridades, tiene por finalidad ser rector en la aplicación e interpretación del cúmulo de normas que regulan el acceso a la información y sus procedimientos, pues su objetivo se centra en erradicar los obstáculos materiales y procedimentales que pudieran restringir el acceso a la información en posesión de sujetos obligados, evitando que se soslayen aspectos vinculados a su correcto desarrollo tal como la rendición de cuentas o el ejercicio de la libertad de expresión, elementos que son la base de una sociedad democrática. 
En ese contexto, es conveniente señalar que este Máximo Tribunal ha sido consistente en señalar que el acceso a la información pública no constituye un derecho absoluto, en tanto que su ejercicio admite determinadas restricciones, algunas de las cuales se encuentran previstas por el propio texto constitucional al señalar que la consulta de ciertos datos “podrá ser reservada temporalmente por razones de interés público y seguridad nacional”, o bien, cuando se refiera “a la vida privada y los datos personales”.
En tal orden de ideas, el Tribunal Pleno ha estimado que “[e]l derecho a la información consagrado en la última parte del artículo 6o. de la Constitución Federal no es absoluto, sino que, como toda garantía, se halla sujeto a limitaciones o excepciones que se sustentan, fundamentalmente, en la protección de la seguridad nacional y en el respeto tanto a los intereses de la sociedad como a los derechos de los gobernados”.
 

Lo anterior ha sido precisado por esta Segunda Sala al considerar que “es jurídicamente adecuado que en las leyes reguladoras de cada materia, el legislador federal o local establezca las restricciones [a la información] […] con la condición de que tales límites atiendan a intereses públicos o de los particulares y encuentren justificación racional en función del bien jurídico a proteger, es decir, que exista proporcionalidad y congruencia entre el derecho fundamental de que se trata y la razón que motive la restricción legislativa correspondiente, la cual debe ser adecuada y necesaria para alcanzar el fin perseguido”.

En esa medida, tanto el Tribunal Pleno como esta Segunda Sala han coincido en señalar que estas limitaciones resultan jurídicamente adecuadas en tanto atiendan a las finalidades previstas constitucionalmente. En estas condiciones, las excepciones y limitaciones al acceso a la información, así como de aquellos aspectos procedimentales relacionados con el mismo, deberán ser proporcionales y congruentes con los principios que pretende proteger el derecho de acceso a la justicia.

En el mismo orden de ideas, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que “el artículo 13 de la Convención [Americana sobre Derechos Humanos], al estipular expresamente los derechos a buscar y a recibir informaciones, protege el derecho que tiene toda persona a solicitar el acceso a la información bajo el control del Estado, con las salvedades permitidas bajo el régimen de restricciones de la Convención. Consecuentemente, dicho artículo ampara el derecho de las personas a recibir dicha información y la obligación positiva del Estado de suministrarla, de forma tal que la persona pueda tener acceso y conocer esa información o reciba una respuesta fundamentada cuando, por algún motivo permitido por la Convención, el Estado pueda limitar el acceso a la misma para el caso concreto”.
Del análisis conjunto de los alcances y límites previstos en el ejercicio del derecho de acceso a la justicia y el de acceso a la información, resulta dable concluir que el sistema recursal previsto por la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, resultará acorde con el parámetro de regularidad constitucional, en tanto constituya una vía para garantizar a los gobernados la oportunidad de controvertir las resoluciones emitidas por las autoridades en relación con las solicitudes de información formuladas a los sujetos obligados, para lo cual, sus requisitos de admisibilidad deberán ser establecidos de manera clara y sencilla, guardando la proporcionalidad correspondiente y sin obstaculizar de manera injustificada su procedencia, permitiendo a través de su resolución subsanar la actuación que menoscabe el derecho reconocido en el artículo 6, apartado A, de la Constitución Federal.
2. Regularidad constitucional de la norma impugnada. Una vez plasmados los principios y alcances de los derechos humanos que resultan materia del presente asunto, se estima conveniente recordar que la quejosa aduce que el artículo 160, fracción II, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, resulta contrario a los derechos constitucionales antes analizados, argumento que será materia de análisis toda vez que el Juez de Distrito omitió su estudio en la sentencia recurrida.

Al respecto, esta Segunda Sala considera que los argumentos de la quejosa son infundados, puesto que parten de una interpretación equivocada del medio de impugnación que prevé la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública.

Esta Segunda Sala recuerda que, de acuerdo con el mandato del artículo 1o. constitucional, las normas relativas a derechos humanos deben interpretarse de conformidad con la Constitución y con los tratados internacionales de la materia, favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia. En este sentido, esta Sala emitió la jurisprudencia 2a./J. 176/2010, de rubro: “PRINCIPIO DE INTERPRETACIÓN DE LA LEY CONFORME A LA CONSTITUCIÓN”. En dicho criterio, se afirmó que en el supuesto de que una norma secundaria admita dos o más entendimientos posibles, el juez constitucional deberá elegir, de ser posible, la interpretación mediante la cual sea factible preservar la constitucionalidad de la norma combatida, para garantizar la supremacía constitucional y permitir una adecuada y constante aplicación del orden jurídico.

Pues bien, se estima que la recurrente, en sus agravios, plantea una interpretación del artículo 160, fracción II, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública según la cual, a su juicio, esta norma viola el derecho de acceso a la justicia al limitar los supuestos de procedencia del recurso de inconformidad contra resoluciones emitidas por los organismos garantes de las entidades federativas, cuestión que impide considerarlo como un recurso efectivo que permita reparar violaciones en materia de acceso a la información. Empero, estas normas admiten una interpretación armónica y sistemática con el resto de la normatividad aplicable que es compatible con la Constitución, según se explicará enseguida.
De conformidad con el artículo 1o. de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, ese ordenamiento legal tiene la finalidad de “establecer los principios, bases generales y procedimientos para garantizar el derecho de acceso a la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad de la Federación, las Entidades Federativas y los municipios”.

Seguidamente, el artículo 9 prevé la existencia de diversos principios que deberán atenderse “en el ejercicio, tramitación e interpretación de la presente Ley”, entre éstos cabe destacar el contenido del artículo 11 el cual apunta que “[t]oda la información en posesión de los sujetos obligados será pública, completa, oportuna y accesible, sujeta a un claro régimen de excepciones que deberán estar definidas”, mientras el artículo 12 añade que la información pública “será accesible a cualquier persona, para lo que se deberán habilitar todos los medios, acciones y esfuerzos disponibles en los términos y condiciones que establezca esta Ley”. 
Por su parte, el artículo 41, fracción III, del mismo ordenamiento señala como atribución del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales “conocer y resolver los recursos de inconformidad que interpongan los particulares, en contra de las resoluciones emitidas por los Organismos garantes de las Entidades Federativas que determinen la reserva, confidencialidad, inexistencia o negativa de la información en términos de lo dispuesto en el Capítulo II, del Título Octavo”. 

Ahora bien, en relación con los recursos previstos por la ley general, cabe destacarse que el artículo 142 del ordenamiento de marras, contempla la procedencia del recurso de revisión contra la resolución que las dependencias emitan con motivo de una solicitud de acceso a la información, el cual será del conocimiento de los organismos garantes.

A fin de controvertir las resoluciones que emitan estos organismos, el artículo 159 prevé que “los particulares podrán optar por acudir ante el Instituto o ante el Poder Judicial de la Federación”.

Atendiendo a ello, el artículo 160 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública –disposición impugnada en el presente juicio- prevé el recurso de inconformidad como un diverso medio de impugnación, el cual se instaura en los términos siguientes:

“Artículo 160. El recurso de inconformidad procede contra las resoluciones emitidas por los Organismos garantes de las Entidades Federativas que:

I. Confirmen o modifiquen la clasificación de la información, o

II. Confirmen la inexistencia o negativa de información.

Se entenderá como negativa de acceso a la información la falta de resolución de los Organismos garantes de las Entidades Federativas dentro del plazo previsto para ello”.
Al resolver dicho recurso de inconformidad, el Instituto podrá adoptar alguna de las determinaciones enlistadas en el artículo 170 de la propia ley, mismas que podrán ser en el sentido de: 1) desechar o sobreseer el recurso de inconformidad, 2) confirmar la resolución del órgano garante, o 3) revocar o modificar la resolución del órgano garante.
 

Como elemento adicional, debe destacarse que de las disposiciones que rigen el recurso de inconformidad se advierten algunas que prevén conductas, plazos y medidas de apremio, cuya finalidad es lograr el cumplimiento de aquellas resoluciones en las que se determine revocar o modificar lo decidido por el órgano garante en los recursos de revisión.

Del análisis sistémico de las disposiciones antes señaladas, es posible advertir que la ley general en comento prevé dos medios de impugnación, el primero de los cuales se denomina recurso de revisión y es del conocimiento de los órganos garantes de las entidades federativas. Éste resulta procedente para combatir, entre otras cuestiones, la indebida fundamentación y motivación de la respuesta emitida con motivo de una solicitud de información, o bien, la falta de respuesta a una solicitud de acceso a la información dentro de los plazos establecidos en la ley. 
Las determinaciones emitidas en los recursos de revisión son impugnables ante Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, a través del recurso de inconformidad o, en su caso, ante el Poder Judicial de la Federación a través de la vía jurisdiccional correspondiente, reservando a los particulares la potestad de elegir la vía que considere acorde a sus pretensiones.
Tratándose del recurso de inconformidad, la legislación constriñe la procedencia del mismo a aquellas resoluciones que “confirmen o modifiquen la clasificación de la información” o, en su caso, “confirmen la inexistencia o negativa de información”, precisando además que “se entenderá como negativa de acceso a la información la falta de resolución de los organismos garantes de las entidades federativas dentro del plazo previsto para ello”. 

De igual forma, se dispone que los efectos de las resoluciones emitidas por el Instituto en un recurso de inconformidad podrán consistir en desechar el recurso, o bien, confirmar, revocar o modificar la resolución impugnada.

En ese sentido, resulta claro que el recurso de inconformidad, constituye un medio de impugnación a través del cual el Instituto responsable se constituye como ente revisor de las determinaciones emitidas por los órganos garantes de las entidades federativas, ello con la finalidad de establecer un procedimiento que permita, en última instancia, garantizar a los ciudadanos el derecho de acceso a la información pública. 

Lo anterior se corrobora de la lectura de la exposición de motivos que dio origen a la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, así como el dictamen emitido por las comisiones de la Cámara de Senadores en el proceso legislativo, en los cuales se pone de manifiesto el carácter que ostenta el referido recurso. Dichas expresiones se transcriben a continuación: 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
México, D.F., martes 2 de diciembre de 2014 
Gaceta No. 64
“[…]
b) Del recurso de inconformidad ante el Instituto. Un aspecto más que innovará y perfeccionará el esquema de protección del derecho de acceso a la información y la protección de datos, es el recurso de inconformidad que podrán interponer los solicitantes ante el Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección de Datos, para recurrir las resoluciones de los organismos garantes de las entidades federativas que les causen un perjuicio en su esfera jurídica; es decir, se regulará el procedimiento para que los particulares acudan ante una instancia superior que garantice el debido ejercicio de sus derechos”.

DICTAMEN DE COMISIONES UNIDAS DE LA CÁMARA DE SENADORES 
México, D.F., miércoles 18 de marzo de 2015. 
Gaceta No. 105, pp 200

“[…]
2. Recurso de inconformidad ante el Instituto.
El recurso de inconformidad interpuesto por los solicitantes ante el Instituto Nacional de Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, otorga la posibilidad de impugnar las resoluciones de los organismos garantes de las entidades federativas cuando un peticionario presuma que se contraviene el efectivo ejercicio del derecho de acceso a la información; a fin de que los particulares puedan acudir ante una instancia superior que garantice y salvaguarde el ejercicio de sus derechos”.
Con base en lo anterior, resulta dable afirmar que el medio de impugnación previsto en el artículo 160 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, es acorde con el derecho de acceso a la justicia reconocido por el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Lo anterior, tomando en cuenta que de la exposición de motivos y del propio texto de la norma, se desprende que el recurso de inconformidad ahí previsto provee al gobernado la posibilidad de combatir la legalidad de aquellas resoluciones que limiten o nieguen el acceso a cierta información pública, permitiendo a los peticionarios que sea un órgano especializado como el Instituto responsable quien revise las determinaciones emitidas por los órganos estatales e incluso las revoque o modifique, de estimar que éstas contravienen los principios de acceso a la información. 

No obsta lo anterior, el hecho de que la norma combatida limite las resoluciones contra las cuales procederá el recurso de inconformidad, entre otras, a aquellas que confirmen la “negativa de la información”, pues contrario a lo afirmado por la quejosa, no es posible advertir que la procedencia del medio de impugnación deba entenderse limitada únicamente a las resoluciones que expresa e indubitablemente nieguen la solicitud de información planteada, habida cuenta que todas aquellas resoluciones que declaren inatendible una solicitud o manifiesten un impedimento para acceder a la misma implican una negativa a la petición formulada por el gobernado, pues en ambos casos los efectos materiales de las resoluciones resultan equivalentes en tanto constituyen un impedimento al ejercicio del derecho de acceso a la información. 

Es así, pues cuando los entes administrativos declaran inatendibles dichas solicitudes, resulta inconcuso que están negando implícitamente la solicitud de acceso a la información, de ahí que ambos supuestos -tanto las resoluciones que expresamente niegan la solicitud como aquellas que implícitamente constituyen un rechazo- encuadran en la referida hipótesis jurídica de procedibilidad del recurso de inconformidad, ya que los efectos ulteriores de ambas son equiparables.
A mayor abundamiento, debe tenerse en cuenta que el proceso legislativo del cual derivó la norma impugnada fue diáfano en señalar que el recurso de inconformidad “otorga la posibilidad de impugnar las resoluciones de los organismos garantes de las entidades federativas cuando un peticionario presuma que se contraviene el efectivo ejercicio del derecho de acceso a la información”, a partir de ello se evidencia que no existe fundamento legal alguno que permita limitar la procedencia del recurso en comento exclusivamente a aquellas resoluciones cuya negativa se encuentre expresamente manifestada, pues ello no fue previsto por el legislador federal.
En esa inteligencia, a fin de que la norma de procedibilidad prevista en el artículo 160, fracción II, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, pueda gozar de las características necesarias de congruencia, claridad y accesibilidad que permitan al gobernado contar con la posibilidad de dilucidar, con razonable claridad y sencillez, la forma en que debe proceder con su acción en tratándose de las resoluciones que se estimen contrarias al derecho de acceso a la información, esta Segunda Sala colige que la recta interpretación de tales artículos adjetivos debe ser en el sentido de que, las resoluciones que impliquen un rechazo o invoquen un impedimento para acceder a la solicitud formulada son susceptibles de combatirse a través del recurso de inconformidad previsto por la ley general de la materia, con independencia de que la negativa no haya sido expresamente manifestada al contestar la solicitud de acceso a la información o al resolver el recurso de revisión correspondiente, pues solo así será posible salvaguardar el principio de máxima publicidad que mandata la Constitución Federal.
Estimar lo contrario, implicaría vaciar de contenido el derecho de acceso a la información pública al establecer un obstáculo para impugnar aquellas resoluciones de los órganos garantes que tácitamente constituyan un negativa de acceso a la información. 

No pasa inadvertido para esta Segunda Sala, que el último párrafo del precepto analizado prevé que “[s]e entenderá como negativa de acceso a la información la falta de resolución de los Organismos garantes de las Entidades Federativas dentro del plazo previsto para ello”, al respecto, se considera que esta porción prevé el supuesto de procedencia del recurso de inconformidad en el que la negativa de acceso a la información deriva, específicamente, de la falta de resolución del recurso de revisión por parte del organismo garante correspondiente, caso en el cual el organismo garante se encuentra obligado a demostrar que dictó la resolución correspondiente o exponer las razones por la que determinó que cierta información resulta reservada o confidencial y, en caso de no acreditar dichos supuestos, el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos deberá resolver a favor del solicitante, todo ello de conformidad con el artículo 165, párrafos primero y segundo, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública. En consecuencia, resulta evidente que se trata una hipótesis excepcional de procedencia del recurso de inconformidad, lo cual impide que sea un parámetro válido para analizar la fracción II.

Con base en lo anteriormente asentado, se concluye que, contrario a lo aducido por la quejosa, el artículo 160, fracción II, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, se encuentra apegado al derecho humano de acceso a la tutela jurisdiccional efectiva y el derecho de acceso a la información, pues como se ha expuesto, establece de manera clara y sencilla los requisitos de procedencia que deben colmarse para acceder al recurso de inconformidad y con ello controvertir aquellas resoluciones que impliquen una negativa a la solicitud de información, sea ésta manifiesta o implícita.
3. Aplicación de las anteriores consideraciones al caso concreto. Habiéndose establecido la recta interpretación y aplicación que debe darse al artículo 160, fracción II, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública –análisis que omitió el Juez de Distrito del conocimiento- y toda vez que la misma trasciende a las cuestiones de legalidad del presente asunto, resulta asequible analizar los conceptos de violación relativos a la legalidad del acto de aplicación, atendiendo a la interpretación que permitió a este Alto Tribunal considerar que la norma general reclamada se apega al parámetro de regularidad constitucional.

En ese sentido, esta Segunda Sala estima que resulta ilegal la resolución reclamada, pues la determinación del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, parte de la premisa de que en la especie no se actualiza una negativa de información en tanto que el recurso de revisión fue desechado por el organismo garante de la entidad federativa, con lo cual pierde de vista que la solicitud de información formulada por la quejosa fue declarada como “inatendible” por la autoridad obligada argumentando lo siguiente: “nos encontramos dentro del plazo de los 90 días establecidos en dicho decreto para la realización de la entrega recepción de toda la documentación e información física y electrónica que correspondía al Consejo Estatal para la Cultura y las Artes de Puebla; en virtud de lo referido no es posible en estos momentos atender a su solicitud favorablemente hasta en tanto se hayan realizado todas las acciones necesarias para el adecuado actuar de esta dependencia así como se haya realizado el total de la recepción dentro del término establecido […] Con lo anterior, se da por cumplida la obligación de garantizar el acceso a la información pública […]”. 

Por lo tanto, toda vez que la resolución emitida por el organismo garante se limitó a desechar el recurso de revisión a pesar de la anterior determinación, es dable estimar que en la especie implícitamente se confirmó la negativa a la petición realizada por el gobernado, razón por la cual ésta resulta impugnable a través del recurso de inconformidad previsto por el artículo 160 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública.
Es así, pues contrario a lo estimado por el Instituto responsable, conforme al referido precepto legal, el recurso de inconformidad sí procede contra las resoluciones emitidas por los organismos garantes de las entidades federativas que se susciten a partir de la negativa que recaiga a una solicitud de acceso a la información, sea ésta expresa o implícita.
QUINTO. Decisión. En atención a las anteriores consideraciones, lo procedente es negar el amparo a la parte quejosa en contra del artículo 160, fracción II, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública y conceder el amparo contra el acto de tres de mayo de dos mil diecisiete emitida en el expediente **********, por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, a efecto de que la responsable deje insubsistente dicha resolución y en su lugar emita otra en la que, atendiendo a la interpretación conforme establecida en la presente ejecutoria y de no advertir algún diverso motivo de improcedencia, admita a trámite el recurso de inconformidad interpuesto por la quejosa. 
Por lo expuesto y fundado, se resuelve:

PRIMERO. En los términos establecidos por el Tribunal Colegiado, se modifica la sentencia recurrida.

SEGUNDO. En la materia de la revisión, la Justicia de la Unión no ampara ni protege a ********** en contra del artículo 160, fracción II, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública.

TERCERO. La Justicia de la Unión ampara y protege a ********** en contra de la resolución de tres de mayo de dos mil diecisiete emitida en el expediente **********, por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales.

Notifíquese; devuélvanse los autos al lugar de su origen y, en su oportunidad archívese el expediente como asunto concluido.

Así lo resolvió la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por mayoría de tres votos de los señores Ministros Alberto Pérez Dayán (ponente), José Fernando Franco González Salas y Presidente Eduardo Medina Mora I. La señora Ministra Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra. Ausente el señor Ministro Javier Laynez Potisek.
Firman los Ministros Presidente y Ponente, con el Secretario de Acuerdos de la Segunda Sala, que autoriza y da fe.
PRESIDENTE DE LA SEGUNDA SALA

MINISTRO EDUARDO MEDINA MORA I.

PONENTE

MINISTRO ALBERTO PÉREZ DAYÁN

SECRETARIO DE ACUERDOS

LIC. MARIO EDUARDO PLATA ÁLVAREZ
En términos de lo dispuesto por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en su sesión del veinticuatro de abril de dos mil siete, y conforme a lo previsto en los artículos 3, fracción II, 13, 14 y 18 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, así como en el segundo párrafo del artículo 9º del Reglamento de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Consejo de la Judicatura Federal para la aplicación de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión pública se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos.
HHVP/mgm.
� Solicitudes de acceso a la información 00042817, 00042717 y 00042617.


� “Artículo 178. El recurso de inconformidad será desechado por improcedente cuando:


I. Sea extemporáneo por haber transcurrido el plazo establecido en el artículo 161 de la presente Ley;


II. Se esté tramitando ante el Poder Judicial algún recurso o medio de defensa interpuesto por el inconforme o, en su caso, por el tercero interesado, en contra del acto recurrido ante el Instituto;


III. No se actualice alguno de los supuestos previstos en el artículo 160 de la presente Ley;


IV. Cuando la pretensión del recurrente vaya más allá de los agravios planteados inicialmente ante el organismo garante correspondiente;


V. El Instituto no sea competente, o


VI. Se actualice cualquier otra hipótesis de improcedencia prevista en la presente Ley”.


� Visible en la Página 5, Tomo XIV, Septiembre de 2001, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época.


� Jurisprudencia 2a./J. 192/2007 que se lee bajo el rubro: "ACCESO A LA IMPARTICIÓN DE JUSTICIA. EL ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS ESTABLECE DIVERSOS PRINCIPIOS QUE INTEGRAN LA GARANTÍA INDIVIDUAL RELATIVA, A CUYA OBSERVANCIA ESTÁN OBLIGADAS LAS AUTORIDADES QUE REALIZAN ACTOS MATERIALMENTE JURISDICCIONALES".


� Caso Mohamed Vs. Argentina, Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas, Sentencia de 23 Noviembre de 2012, Serie C, No. 255, Párrafo 80.


� Caso Mohamed Vs. Argentina, Op cit. Párrafo 80.


� Caso Cantos Vs. Argentina, Fondo, Reparaciones y Costas, Sentencia de 28 de Noviembre de 2002, Serie C, No. 97, Párrafo 50.


� Caso Albán Cornejo y otros Vs. Ecuador, Fondo, Reparaciones y Costas, Sentencia de 22 de Noviembre de 2007, Serie C, No. 171, Párrafo 61.


� CIDH, Opinión Consultiva 0C-9/87 del 6 de Octubre de 1987, Párrafo 23.


� Caso Castañeda Gutman Vs. México, Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas, Sentencia de 6 de Agosto de 2008, Serie C, No. 184, Párrafo 100.


� Caso Cantos Vs Argentina, Op cit, Párrafo 52.


� Caso Cantos Vs. Argentina, Fondo, Reparaciones y Costas, Sentencia de 28 de Noviembre de 2002, Serie C, No. 97, Párrafo 54.


� Tesis 2a. LXXXV/2016 (10a.) que lleva por rubro: “DERECHO A LA INFORMACIÓN. GARANTÍAS DEL”.


� Tesis P. II/2014 (10a.) cuyo rubro se lee: “PERSONAS MORALES. TIENEN DERECHO A LA PROTECCIÓN DE LOS DATOS QUE PUEDAN EQUIPARARSE A LOS PERSONALES, AUN CUANDO DICHA INFORMACIÓN HAYA SIDO ENTREGADA A UNA AUTORIDAD”.


� Tesis P. LX/2000 (9a.) cuyo rubro señala textualmente: “DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITADO TANTO POR LOS INTERESES NACIONALES Y DE LA SOCIEDAD, COMO POR LOS DERECHOS DE TERCEROS”.


� Tesis 2a. XLIII/2008 (9a.) cuyo rubro señala: “TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL. EL ARTÍCULO 14, FRACCIÓN I, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, NO VIOLA LA GARANTÍA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN”.





� Dicho recurso será procedente por cualquiera de las siguientes causas: I. La clasificación de la información; II. La declaración de inexistencia de información; III. La declaración de incompetencia por el sujeto obligado; IV. La entrega de información incompleta; V. La entrega de información que no corresponda con lo solicitado; VI. La falta de respuesta a una solicitud de acceso a la información dentro de los plazos establecidos en la ley; VII. La notificación, entrega o puesta a disposición de información en una modalidad o formato distinto al solicitado; VIII. La entrega o puesta a disposición de información en un formato incomprensible y/o no accesible para el solicitante; IX. Los costos o tiempos de entrega de la información; X. La falta de trámite a una solicitud; XI. La negativa a permitir la consulta directa de la información; XII. La falta, deficiencia o insuficiencia de la fundamentación y/o motivación en la respuesta, o XIII. La orientación a un trámite específico”. Los supuestos anteriores resultan prácticamente coincidentes con los establecidos en el artículo 170 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Puebla.





� “Artículo 159. Tratándose de las resoluciones a los recursos de revisión de los Organismos garantes de las Entidades Federativas, los particulares podrán optar por acudir ante el Instituto o ante el Poder Judicial de la Federación”.


� “Artículo 170. Las resoluciones del Instituto podrán:


I. Desechar o sobreseer el recurso de inconformidad;


II. Confirmar la resolución del organismo garante, o


III. Revocar o modificar la resolución del organismo garante.


La resolución será notificada al inconforme, al sujeto obligado, al organismo garante responsable y, en su caso, al tercero interesado, a través de la Plataforma Nacional”.





� Al respecto resulta dable destacar los artículos 172 a 177 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública.





